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				1
				El urbanismo que fue
			

			Hace ya algunos años tuvimos la oportunidad de presentar el libro Administración y justicia: un análisis jurisprudencial,1 liber amicorum a Tomás Ramón Fernández Rodríguez, con motivo de su jubilación como catedrático de Derecho Administrativo de la Universidad Complutense, en la Academia de Jurisprudencia y Legislación. Este libro excepcional recoge las contribuciones de un total de ciento sesenta juristas y docentes de las más variadas especialidades jurídicas. En la obra, grandes juristas, nacionales y del extranjero, de la docencia y de la justicia, con reconocida trayectoria en el derecho urbanístico, muestran su afecto y agradecimiento al gran maestro.

			Gran parte reconoce, y así lo expuse, que su Manual de derecho urbanístico, que hoy cuenta ya con veinticinco ediciones, fue el «viejo catón» con el que nos iniciamos en el estudio de esta materia. Y así aprendimos que la ecuación semántica «urbanismo como ordenación de la ciudad», histórica e inicialmente válida, se rompió con estrépito en la segunda mitad del pasado siglo, pues, según se expone en el Manual:

			
				… las tensiones que sacuden la vida urbana y todo lo que en el interior de la ciudad ocurre es una función de los fenómenos que tienen lugar fuera de ella, en su hinterland inmediato, por lo pronto, y en el contexto general del país entero en último término.2

			

			También reconocimos haber aprendido que en Inglaterra estaban adelantados en esta materia. Fueron quienes bautizaron sus leyes urbanísticas como «Town and Country Planning Act», esto es, «leyes para la planificación del campo y la ciudad». Y supimos, de igual forma, la respuesta que el distinguido urbanista daba a la pregunta que se hacía: ¿qué es entonces el urbanismo en la actualidad?: «Sencillamente, una perspectiva global e integradora de todo lo que se refiere a la relación del hombre con el medio en el que se desenvuelve y que hace de la tierra, del suelo, su eje operativo».

			Había que situar al ser humano en el centro de la ordenación urbanística, intentando, con ella, construir la ciudad y su entorno al servicio de aquel. Hoy parece que hasta los órganos legislativos constitucionales aceptan esta visión humanista y antropocéntrica del urbanismo. Así, el artículo 3 del vigente Texto Refundido de la Ley 8/2007 de Suelo y Rehabilitación Urbana señala:

			
				La ordenación territorial y la urbanística son funciones públicas no susceptibles de transacción que organizan y definen el uso del territorio y del suelo de acuerdo con el interés general, determinando las facultades y deberes de derecho de propiedad del suelo conforme al destino de este.3

			

			De este modo se justifica en la Exposición de motivos:

			
				Sin duda, el crecimiento urbano sigue siendo necesario, pero hoy parece asimismo claro que el urbanismo debe responder a los requerimientos de un desarrollo sostenible, minimizando el impacto de aquel crecimiento y apostando por la regeneración de la ciudad existente.4

			

			Desde la perspectiva del Tribunal Constitucional, el contenido del urbanismo ha resultado perfectamente perfilado (Sentencia del Tribunal Constitucional, STC, 141/2014, del 11 de septiembre) y, dentro del marco que se describe, es donde suele surgir la disputa competencial entre el Estado, de una parte, y los municipios y comunidades autónomas, de otra.

			El urbanismo, como sector material susceptible de atribución competencial, «alude a la disciplina jurídica del hecho social o colectivo de los asentamientos de población en el espacio físico, lo que, en el plano jurídico, se traduce en la ordenación urbanística como objeto normativo de las leyes urbanísticas». Por ello:

			
				… el contenido del urbanismo se traduce en concretas potestades […] tales como las referidas al planeamiento, la gestión o ejecución de instrumentos planificadores y la intervención administrativa en las facultades dominicales sobre el uso del suelo y edificación, a cuyo servicio se arbitran técnicas jurídicas concretas; a lo que ha de añadirse la determinación, en lo pertinente, del régimen jurídico del suelo en tanto que soporte de la actividad transformadora que implica la urbanización y edificación.

			

			En definitiva, la competencia en materia de urbanismo abarca, sobre todo, «las políticas de ordenación de la ciudad», es decir, la determinación del «cómo, cuándo y dónde deben surgir o desarrollarse los asentamientos humanos».5

			Bruno Biagini, desde una perspectiva lejana al derecho, escribe:

			
				Los muros de Babilonia, las murallas de Pompeya, los frisos del Partenón, los grafitis de Roma, los fuertes del sur, las casas de adobe en el centro, la gran muralla, los monasterios abandonados, nuestra imaginación está llena de murallas y resultan liberadoras. Curiosamente, hay que interpolar, dado todo lo que hemos escuchado sobre cuál es la naturaleza de los muros. Murallas que pueden soltarnos de nuestros tiempos, de nuestras limitaciones, de nuestras mezquindades, de nuestras murallas. En vez de una barrera, vemos un hito. Un signo de que enfrentamos y ponemos pie donde las cosas funcionan distintas, donde los detalles a los que nos hemos acostumbrado faltan, donde los colores cambian, donde todo se hace al revés o no se hace. De que nos enfrentamos a un espacio autónomo.6

			

			Esto es la ciudad por diseñar, la ciudad a la que vamos.

		

	
		
			
				2
				Un cambio de paradigma: el urbanismo actual
			

			Las cosas ya no son como eran. De aquella idea de «la ciudad medieval, abruptamente separada de su entorno por una muralla defensiva cuyas puertas se cierran al caer el sol»,7 aislada y autónoma, hemos pasados a unas ciudades, a un urbanismo, en las que todo trasciende y se globaliza, pues hasta la Unión Europea quiere también ordenar o planificar las ciudades, imponer sus criterios, como acreditan la Estrategia Territorial Europea o la Comunicación de la Comisión sobre una Estrategia Temática para el Medio Ambiente Urbano.

			La Nueva Agenda Urbana, aprobada en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Vivienda y Desarrollo Urbano Sostenibles (Hábitat III, Quito) y refrendada por las Naciones Unidas en sesión plenaria celebrada el 23 de diciembre de 2016, dice representar:

			
				… un ideal común para lograr un futuro mejor y más sostenible, en el que todas las personas gocen de igualdad de derechos y de acceso a los beneficios y oportunidades que las ciudades pueden ofrecer, y en el que la comunidad internacional reconsidere los sistemas urbanos y la forma física de nuestros espacios urbanos como un medio para lograrlo.8

			

			Por otra parte, los denominados Objetivos de Desarrollo Sostenible 2015-2030 (ODS)9 constituyen una iniciativa —impulsada por Naciones Unidas, y aprobada en la reunión plenaria de la Asamblea General celebrada en Nueva York el 25 de septiembre de 2015— para dar continuidad a la agenda de desarrollo, tras los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM, 2000). Y, como es fácil imaginar, también reparan en la ciudad del futuro. Con algunas novedades o prioridades significativas relacionadas con nuevos ámbitos de actuación (tales como el cambio climático, las desigualdades económicas, la innovación o el consumo sostenible), tras prolongadas negociaciones, los diecisiete ODS fueron aprobados por un total de 193 países, con el título de «Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible».10 Entraron en vigor el 1 de enero de 2016.

			El objetivo 11 se propone «lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles». Para alcanzarlo, se desgranan diversas metas relacionadas con situaciones que no deberían continuar en el siglo xxi. Destacamos algunas de ellas:

			
				11.1. De aquí a 2030, asegurar el acceso de todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles, y mejorar los barrios marginales.

				11.3. De aquí a 2030, aumentar la urbanización inclusiva y sostenible y la capacidad para la planificación participativa, integrada y sostenible de los asentamientos urbanos en todos los países.

				11.6. De aquí a 2030, reducir el impacto ambiental negativo per cápita de las ciudades, incluso prestando especial atención a la calidad del aire y la gestión de los desechos municipales y de otro tipo.

				11.7. De aquí a 2030, proporcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, en particular para las mujeres y las criaturas, las personas de edad y las personas con discapacidad.

				11.b. De aquí a 2020, aumentar considerablemente el número de ciudades y asentamientos humanos que adoptan e implementan políticas y planes integrados para promover la inclusión, el uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la adaptación a él y la resiliencia ante los desastres, y desarrollar y poner en práctica, en consonancia con el Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030, la gestión integral de los riesgos de desastre a todos los niveles.11

			

			En efecto, el urbanismo ha cambiado, y va a seguir cambiando; se ha globalizado. Pero estamos convencidos de que, con la adecuada aplicación de una serie de principios esenciales, deducibles de la normativa, de la práctica y la jurisprudencia actuales, sería posible mantener, hoy, las esencias tradicionales y clásicas de la planificación urbanística y permitir, al mismo tiempo, su imprescindible evolución al compás de la cambiante realidad, en la búsqueda de la ciudad que queremos.

			Nos referimos, en resumen, a la autonomía local y a la discrecionalidad técnica de quienes se encargan planificar. La regeneración urbanística solo será posible si se parte de la continuidad de los citados principios y se facilitan su mantenimiento, viabilidad y desarrollo. Sin ningún género de duda, ambos principios han constituido y constituyen la esencia de la materia que nos ocupa. Obvio es que la autonomía local implica un apoyo, y un respeto, al sustrato o componente democrático del urbanismo. La planificación de la ciudad, su modificación o su desarrollo deberían constituir un elemento esencial del programa de gobierno de cada partido o coalición que pretenda ejercer el poder municipal. Pero, al mismo tiempo, los órganos legislativos deberían articular mecanismos adecuados para que ese proyecto pudiera hacerse realidad en el ámbito temporal de una legislatura, lo cual, en el momento actual, dista mucho de la realidad.

			Pero no podemos realizar tal afirmación, tal apuesta por la autonomía local democráticamente determinada y por la discrecionalidad técnica, en el vacío, sin un contexto de realidad, y sin tomar en consideración otros importantes principios plasmados en el conjunto de nuestro ordenamiento jurídico, que, como es obvio, deben arropar y coordinarse con los anteriores. Es decir que los citados principios deben modularse en el ámbito, más amplio, de los principios de seguridad jurídica, proporcionalidad y buena administración, ya incorporados con rotundidad en nuestro país por el Tribunal Supremo, procedentes de la Unión Europea.

			Y ya que de urbanismo judicial hablamos, deben realizarse dos afirmaciones en apariencia esenciales para comprender la actuación del personal que conforma el Poder Judicial en el ámbito del planeamiento urbanístico, extensibles a otros muchos ámbitos sectoriales de la realidad política o social de un país:

			- Por una parte, los jueces y las juezas no quieren, ni deben, en modo alguno planificar una ciudad desde el punto de vista urbanístico. Su actuación debe de quedar reducida, de conformidad con los mandatos constitucionales, al control a posteriori de las actuaciones y reglamentaciones administrativas, desde una perspectiva de legalidad, no de oportunidad.

			- Por otra parte, también debe rechazarse la afirmación realizada por algún sector o persona en concreto acerca de la existencia de una especie de activismo judicial en relación con las declaraciones de nulidad del planeamiento producidas en los últimos años, como si el Poder Judicial ostentara una posición negacionista del planeamiento urbanístico. Como regla general, las ya citadas resoluciones judiciales en esta materia se han adoptado con plena conciencia por parte de los implicados de las consecuencias que de ellas se iban a derivar; esto es, teniendo constancia de las graves secuelas de las múltiples declaraciones de nulidad de los Planes Generales de Urbanismo de muchas ciudades españolas. Por ello en las fundamentaciones jurisdiccionales adoptadas se percibe la imposibilidad de alcanzar unas conclusiones menos drásticas que las conocidas de la nulidad de pleno derecho. También se manifiesta, en algunas ocasiones, la necesidad de que el órgano legislativo intervenga, algo que el propio Poder Judicial ha impulsado con mensajes institucionales.

			Expresado lo anterior, se deben poner de manifiesto una serie de afirmaciones con las que se pretende deslindar la posición del derecho del Poder Judicial en el ámbito del planeamiento urbanístico, pues es necesario partir de las ciudades para desarrollar nuestra exposición.

			Insistimos, pues, en que lo cierto es que algo, quizás mucho, está cambiando en el urbanismo actual. No está claro si acertamos con esta percepción de la realidad urbanística de hoy, pero entendemos que la situación puede resumirse con las siguientes notas o características:

			1. Se ha llegado a un urbanismo menos concertado y, en consecuencia, menos protagonizado por el convenio urbanístico de planeamiento, que, por ausencia de regulación concreta, hasta normas recientes, y por su indebida utilización, tanto conflicto ha creado. Debe hoy destacarse la detallada regulación que de los convenios se contiene, con carácter general, en los artículos 47 y siguientes de la Ley 40/2015, del 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LSP). Cabe resaltar, por su novedad, la obligación que impone el artículo 53 de remitir los convenios al Tribunal de Cuentas.

			2. Nos dirigimos hacia un urbanismo con más carácter de función pública, más participativo y transparente, como se reconoce en la ya citada Exposición de Motivos de la normativa estatal de 2007, cuando señala: «Por ello la Ley asegura unos estándares mínimos de transparencia, de participación ciudadana real y no meramente formal, y de evaluación y seguimiento de los efectos que tienen los planes sobre la economía y el medio ambiente».12 En la misma línea, la Ley 19/2013, del 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la información y Buen Gobierno impone, en su artículo 8.1.b, la obligación de hacer pública la información relativa a los actos de gestión administrativa con repercusión económica o presupuestaria, y, dentro de ella, se hace referencia, en concreto, a «la relación de los convenios suscritos, con mención de las partes firmantes, su objeto, plazo de duración, modificaciones realizadas, obligados a la realización de prestaciones y, en su caso, las obligaciones económicas convenidas».13 Con esta nueva normativa, se pone de manifiesto que, en el ámbito del urbanismo y de la ordenación del territorio —al igual que en otros y variados sectores de la actuación pública—, es necesario incrementar la transparencia y la seguridad jurídica. A tal efecto, se establecen unas reglas claras desde el inicio de cualquier procedimiento urbanístico, y todas las personas interesadas deben conocer los criterios ambientales y territoriales, los requisitos funcionales y las variables económicas a tener en cuenta en la elaboración del planeamiento urbanístico. Así, la transparencia se convierte, para los órganos legislativos, en un poderoso instrumento para prevenir la corrupción y luchar contra ella. Ello exige impulsar con decisión un cambio institucional que favorezca un sistema de controles y equilibrios basados en una mayor información de las Administraciones Públicas a la ciudadanía, pues ha sido el urbanismo, junto con la contratación pública, uno de los ámbitos administrativos en los que, tradicionalmente, se ha producido un mayor índice de corrupción política y económica.

			3. Este urbanismo, además, según la célebre frase del Tribunal Constitucional, debe desarrollarse «en los límites de la realidad», tratando de conseguir una mayor y mejor coordinación de las diversas Administraciones Públicas que en el planeamiento urbanístico intervienen. Parece que las Administraciones y los poderes públicos se van tomado en serio aquello que se dijera en la ya clásica STC 164/2001, del 11 de julio: la aceptación de la mutua obligación de «adoptar una actitud extremadamente prudente» y de «intensificar los mecanismos de comunicación, información y colaboración recíprocas». La recomendación del Tribunal Constitucional en esta sentencia fue muy clara:

			
				La coordinación efectiva de todas las acciones con incidencia en el territorio constituye a partir de ahora el gran reto que todos los poderes públicos deben afrontar, ya que ninguno de ellos aisladamente dispone de todos los resortes de la acción territorial.

			

			4. Pero, si algo caracteriza de forma clara el urbanismo actual, es su carácter sostenible y medioambiental. Ello puede comprobarse sin necesidad de realizar grandes esfuerzos con un mero examen del contenido del vigente Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 7/2015, del 30 de octubre (TRLS15), y de la reciente y abundante normativa sectorial relacionada con el urbanismo. Del contenido del texto refundido puede destacarse:

			a) Al describir su objeto, el artículo 1 señala que este garantiza «un desarrollo sostenible, competitivo y eficiente del medio urbano».

			b) Significativa es la denominación del artículo 3: «Principio de desarrollo territorial y urbano sostenible». Este exige el «uso racional de los recursos naturales armonizando los requerimientos de la economía, el empleo, la cohesión social […] y la protección del medio ambiente».

			c) Al regular los derechos de la ciudadanía (artículo 5.a), se reitera el reconocimiento del derecho constitucional a una vivienda digna, adecuada y accesible, que constituya un domicilio «libre de ruido y de otras inmisiones contaminantes de cualquier tipo […] y en un medio ambiente y un paisaje adecuados».

			d) Por su parte, entre los deberes de la ciudadanía, el artículo 6.a impone «respetar y contribuir a preservar el medio ambiente y el paisaje natural absteniéndose de realizar actuaciones que contaminen el aire, el agua, el suelo y el subsuelo o no permitidas por la legislación en la materia».

			e) El artículo 16, al describir el contenido del derecho de propiedad del suelo en situación de rural o vacante, aclara:

			
				… el deber de conservarlo supone costear y ejecutar las obras necesarias para mantener los terrenos y su masa vegetal en condiciones de evitar riesgos de erosión, incendio, inundación, así como daños o perjuicios a terceros o al interés general, incluidos los medioambientales.

			

			f) Debe destacarse, asimismo, el intento de los órganos legislativos estatales (artículo 13.3 del TRLS15) de establecer una serie de exigencias a la normativa autonómica que pretendiera una alteración de los espacios naturales protegidos, al limitar esas posibles alteraciones a «cambios provocados en ellos por su evolución natural, científicamente demostrada».

			g) Por último, se debe hacer referencia (artículo 22) a la necesidad de evaluación ambiental de los instrumentos de ordenación territorial y urbanística (de conformidad con lo establecido en la legislación sobre evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente), sin perjuicio de la evaluación de impacto ambiental de los proyectos. En este sentido, se señala que «el informe de sostenibilidad ambiental de los instrumentos de ordenación de actuaciones de urbanización deberá incluir un mapa de riesgos naturales del ámbito objeto de ordenación». Dicho informe de sostenibilidad ambiental hoy está regulado en la Ley 21/2013, del 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, que, en su artículo 5.2.c, define así el denominado Estudio Ambiental Estratégico (en relación con la Evaluación Ambiental Estratégica):

			
				Estudio elaborado por el promotor que, siendo parte integrante del plan o programa, identifica, describe y evalúa los posibles efectos significativos sobre el medio ambiente que puedan derivarse de la aplicación del plan o programa, así como unas alternativas razonables, técnica y ambientalmente viables, que tengan en cuenta los objetivos y el ámbito territorial de aplicación del plan o programa, con el fin de prevenir o minimizar los efectos adversos sobre el medio ambiente de la aplicación del plan o programa.14

			

			5. Una última característica del urbanismo actual es su configuración comunitaria. En el ámbito normativo europeo, en el terreno de los principios, toda una ya larga trayectoria medioambiental se ha consolidado en el denominado Tratado de Lisboa, que modifica el Tratado de la Unión Europea (TUE) y el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea. Firmado por los cargos representantes de los veintisiete Estados miembros en la capital portuguesa el 13 de diciembre de 2007, entró en vigor el 1 de diciembre de 2009, una vez ratificado por todos los Estados. El de Lisboa es el último de los tratados que han modificado los tratados sobre los que se fundamentaron las Comunidades y la Unión Europea, tales como el Acta Única Europea (1986), el Tratado de la Unión Europea (Maastricht, 1992), el de Ámsterdam (1997) y el de Niza (2001). Pues bien, ya el Preámbulo del TUE expresa que los Estados miembros están «Decididos a promover el progreso social y económico de sus pueblos, teniendo en cuenta el principio de desarrollo sostenible…». Y en artículo 3.3 se señala que la Unión Europea «obrará en pro del desarrollo sostenible de Europa basado, entre otros extremos, […] en un nivel elevado de protección y mejora de la calidad del medio ambiente».15 Por su parte, en el Tratado sobre el Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE), se dispone (artículo 11): «Las exigencias de la protección del medio ambiente deberán integrarse en la definición y en la realización de las políticas y acciones de la Unión, en particular con objeto de fomentar un desarrollo sostenible». El mismo TFUE, en su artículo 21.d, al establecer las disposiciones generales relativas a la acción exterior de la Unión, aclara que esta:

			
				… definirá y ejecutará políticas comunes y acciones y se esforzará por lograr un alto grado de cooperación en todos los ámbitos de las relaciones internacionales con el fin de [entre otros extremos] apoyar el desarrollo sostenible en los planos económico, social y medioambiental de los países en desarrollo, con el objetivo fundamental de erradicar la pobreza.

			

			Por último, debe recordarse que, también este TFUE (artículo 4.e), indica que el medio ambiente es una competencia compartida con los Estados miembros, y en el artículo 11 establece que «las exigencias de la protección del medio ambiente deberán integrarse en la definición y en la realización de las políticas y acciones de la Unión, en particular con objeto de fomentar un desarrollo sostenible».16
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			Colección Sin prejuicios


			La Fundación Arquia es una entidad cultural privada sin ánimo de lucro creada por Arquia Bank en 1990 (antes Caja de Arquitectos), con el objetivo de promover fines de carácter cultural, social, asistencial, profesional y formativo en el campo de la arquitectura, la construcción, el diseño, el urbanismo y, en general, de todo aquello relacionado con la profesión de los/as arquitectos/as y otras profesiones afines. Así, desde 2018, tras la integración de Caja de Abogados a Arquia Bank, la Fundación Arquia ha revisado y ampliado sus objetivos para incorporar proyectos dirigidos al colectivo jurídico, es decir, profesionales del derecho.


			En este sentido, el proyecto editorial de la Fundación Arquia contempla varias colecciones (libros, catálogos, audiovisuales, ebooks, etc.) que se orientan a la consolidación y permanencia de estas en el panorama cultural español gracias a la difusión de la cultura arquitectónica y jurídica, así como el compromiso social que representa la figura y los servicios del arquitecto/a y el abogado/a.


			Por tanto, la colección Sin prejuicios se centra en la publicación de manuscritos que, por su formato y contenido, breve y conciso, tienen el objetivo de difundir y aproximar la arquitectura y el derecho al ciudadano no especializado, mediante temáticas que aborden la interdisciplinariedad entre arquitectura y derecho u otras materias para contribuir y afianzar un espíritu crítico y una curiosidad sin prejuicios, tal como afirmaba Walt Whitman: «Be curious, not judgmental» («Sé curioso, no prejuicioso»); gracias a autores y autoras de reconocida trayectoria profesional en sus respectivos ámbitos de especialización.
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